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1. Presentación

Ponemos a tu disposición la presente GUÍA PRÁCTICA “LA DENUNCIA AMBIENTAL Y 
LOS DELITOS ECOLÓGICOS” para que te puedas desenvolver con absoluta soltura a la 
hora de realizar una denuncia de carácter ambiental. Evidentemente con esta Guía no 
pretendemos que te conviertas en una persona jurista de la noche a la mañana, sino 
que manejes los conocimientos básicos para poder formular y presentar una denuncia 
cuando así sea necesario.

Si nos remontamos a siglos pasados, era comprensible que el medio ambiente no 
fuese considerado un bien jurídico protegido, porque las reservas ecológicas eran 
muy abundantes y la capacidad lesiva de las acciones del Ser Humano en función del 
desarrollo tecnológico resultaban insignificantes. Sin embargo, a partir del siglo XIX, 
tras la Revolución Industrial, el enorme desarrollo tecnológico alcanzado, el incesante 
aumento de población en nuestro planeta y el paralelo consumo de los recursos 
naturales han convertido al medio ambiente en uno de los bienes jurídicos protegidos 
que experimentan un enorme riesgo. En este sentido, la protección del medio ambiente 
se ha configurado socialmente como un valor, algo positivo, algo deseable. Esto se 
evidencia en múltiples encuestas que ponen de manifiesto el creciente interés de la 
población en su conservación, y la idea de que su deterioro es un problema grave ante 
el hay que actuar con urgencia.

Como sabemos, la Constitución Española de 1978 (C.E., en adelante) es la norma suprema 
del Ordenamiento Jurídico (O.J., en adelante) del Estado español, a la que están sujetos 
los poderes públicos y la ciudadanía, es decir, contiene “las reglas de funcionamiento 
básicas” de nuestra sociedad y en base a ella se articula toda la estructura política, social 
y económica del Estado español. En este término de cosas, la C.E. en su artículo 23.1 
establece el derecho de la ciudadanía a participar en los asuntos públicos, directamente 
o por medio de sus representantes, de modo que sabiendo ahora esto ya no tienes 
excusas para formar parte del cambio, ¡PARTICIPA PROTEGIENDO NUESTRO MEDIO 
AMBIENTE!

No podemos ser indiferentes a la contaminación de las aguas superficiales o subterráneas 
ocasionadas por los vertidos de las aguas residuales de las grandes urbes, y de las fábricas 
e industrias; a los gases que contaminan el aire producto del tráfico; al desequilibrio 
biológico que ocasionan las centrales térmicas; a las “mareas negras” que invaden las 
playas como consecuencia de los vertidos de petróleo; al gigantesco basurero en el 
que se han convertido nuestros mares y océanos; a un largo etcétera de problemáticas 
que ocasionan incomodidad, mala calidad de vida, desaparición de especies animales, 
graves enfermedades y, en ocasiones, como resultado final, la muerte.
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Distintos países han optado por acudir a la vía penal para tratar de poner límites a 
ese deterioro, obteniendo una protección más severa que la que brindaba el mero 
Derecho Administrativo, a pesar de ser siempre éste el que se ha encargado de regular 
la protección de determinadas zonas naturales por el valor ecológico que representan, 
o de diversas especies en peligro de extinción estableciendo un concreto régimen de 
sanciones. No obstante, se comprobó que esa regulación era claramente insuficiente, 
por lo que se acudió al Derecho Penal para sancionar aquellas conductas que atentan 
gravemente al medio ambiente.

En el Estado español, esta concienciación se pone de manifiesto en la C.E. en el artículo 
45.1 el cual establece que “todos tienen derecho a disfrutar de un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo”, 
recogiéndose, en el apartado tercero del referido artículo, la posibilidad de establecer 
sanciones penales para quienes violen la utilización racional de los recursos naturales. 
Consecuencia de ello fue la inclusión en el Código Penal (C.P., en adelante) de un 
número significativo de tipos penales que ampliaba su alcance y las penas a establecer.

Ahora bien, pese a ello, la dependencia del Derecho Penal en esta materia respecto del 
Administrativo es evidente, muestra de ello es que aquella se remite constantemente 
a las normas de carácter administrativo para definir el hecho delictivo en sí, pues ésta 
simplemente se reduce a establecer la pena.

La ausencia de un Código Ambiental que aglutine las numerosas disposiciones 
normativas existentes sobre la materia, dificulta el conocimiento efectivo de las 
conductas prohibidas y sus consecuencias punitivas, no sólo a la ciudadanía sino que 
también a los/las jueces/juezas penales. Es por ello que hemos considerado necesaria 
la elaboración de esta Guía como herramienta útil a la hora de saber cómo actuar y 
a quién dirigirse ante el conocimiento o presencia de un posible delito o/e infracción 
administrativa.

En esta Guía te lo explicamos todo de forma muy sencilla. Lo primero que vamos a 
hacer es diferenciar la denuncia administrativa de la denuncia penal, y ver en qué casos 
los hechos ilícitos lo son tanto en la vía administrativa como penal. Luego veremos 
qué significa ser denunciante y a qué se refiere cuando se habla de “interesado” 
ante una Administración pública, y “parte” en un procedimiento en el ámbito penal. 
Seguidamente, abordaremos los contenidos básicos de ambos tipos de denuncias, 
para proseguir con la explicación de ante quién, cómo y dónde se presentan dichas 
denuncias, así como los pasos a seguir en ambas vías.

Para finalizar ponemos a tu disposición algunos modelos de denuncia que podrás utilizar 
para poner en práctica todo lo que has aprendido con esta Guía práctica de denuncias 
ambientales de la federación Ben Magec-Ecologistas en Acción, para contribuir al 
sostenimiento de un medio ambiente saludable.
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2. ¿Qué conoces sobre la figura de denuncia?

La denuncia es la forma de iniciación básica del proceso penal. Interponer una 
denuncia es poner en conocimiento de las autoridades (Juez, Ministerio Fiscal o la 
Policía) unos hechos que pueden constituir un delito. Una vez formalizada la 
denuncia, se procederá a comprobar la veracidad de los hechos denunciados.

Denunciar constituye un deber público para aquellas personas que presenciaren la 
perpetración de cualquier delito público. No obstante, esta obligación no comprende a 
los impúberes (quienes no han alcanzado la edad de la pubertad, en la que se adquiere 
la capacidad o facultad de procrear o concebir) ni a los que no gozaren del pleno uso 
de su razón.

La figura de denuncia se recoge a partir del artículo 259 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (LECrim) que tienes a tu disposición en el Boletín Oficial del Estado (B.O.E.) 
en su versión digital o simplemente en cualquier portal normativo como Noticias 
Jurídicas. Este artículo establece lo siguiente “El que presenciare la perpetración de 
cualquier delito público está obligado a ponerlo inmediatamente en conocimiento del 
Juez de instrucción, de paz, comarcal o municipal, o funcionario fiscal más próximo al 
sitio en que se hallare, bajo la multa de 25 a 250 pesetas”:

La denuncia puede realizarse por escrito o de forma verbal ante el/la funcionario/a 
correspondiente, personalmente o por medio de representante con poder especial. No 
es necesario que se dirija contra una persona determinada, aunque en el caso de que 
existiera alguna persona sospechosa, el/la denunciante puede especificarlo. Tampoco 
es necesaria la intervención de abogado/a o procurador/a para poder llevarla a cabo.

Si la denuncia se realiza verbalmente, se extenderá un acta en forma de declaración 
que será firmada por la persona declarante y por el personal funcionario o autoridad 
que tome la declaración. En este acta debe hacerse constar la identidad de la persona 
denunciante.

Generalmente, una vez efectuada la denuncia se entrega un resguardo de haber 
formulado la denuncia, en caso contrario puede solicitarlo.

Para saber más
La investigación de los delitos públicos podrá comenzar por cualquiera 
de las tres vías siguiente: denuncia, querella o de oficio por el propio 
Juez Instructor. Los denominados delitos semipúblicos requieren 
denuncia o querella de la parte ofendida, pudiendo en determinados 
delitos iniciarse el procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal.
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2.1 Diferencia entre denuncia penal y demanda administrativa

La denuncia penal es la puesta en conocimiento por parte de cualquier ciudadana o 
ciudadano, ante el órgano competente más próximo al sitio en el que se encontrase, 
de la perpetración de cualquier delito público y, en caso de no hacerlo aún 
siendo conocedor/a de los hechos, se le podrá imponer la correspondiente multa.                                                
Sin embargo, la demanda administrativa es el escrito por el que cualquier 
ciudadano/a, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de 
un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que, a su juicio, 
pudiera justificar la iniciación de dicho procedimiento. Su regulación se encuentra en 
la ley 39/2015, de 1 de octubre, la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (L.P.A.C.A.P., en adelante).

Para saber más
La demanda se interpone en las jurisdicciones civil, laboral y administrativa, 
mientras que la denuncia y querella solo proceden en el ámbito penal.
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3. ¿Quién es el/la denunciante o interesado/a?

En la presentación de una denuncia, ya sea tanto ante la jurisdicción penal, pero 
sobre todo ante la administración pública, podemos encontrarnos con la situación de 
que el/la denunciante no tenga, necesariamente, que tener participación en el 
procedimiento administrativo originado. Tal circunstancia sólo se produce si en el 
denunciante concurre la cualidad de interesado, es decir, si es titular de derechos 
o intereses legítimos afectados por los hechos a los que hace referencia la 
denuncia.

En otras palabras, el/la interesado/a puede ser una persona física o jurídica que 
promueve (inicia) el procedimiento administrativo por ser titular de derechos o intereses 
legítimos o que, sin haberlo promovido (iniciado), ostenta derechos que pueden 
verse afectados por la resolución que finalmente se adopte en el proceso. Un 
ejemplo de ello son asociaciones y organizaciones representativas de intereses sociales 
y económicos de una población concreta en relación a una problemática determinada 
que le afecta directamente.

El/la denunciante se identifica con la persona que emite el documento de 
denuncia, la cual puede actuar en cumplimiento de una obligación legal, bien de 
carácter genérico (afecta a todas las personas), o bien de carácter específico y atribuida 
a determinados colectivos de funcionarios públicos. Véase el ejemplo de la Guardia 
Civil cuando tiene conocimiento de infracciones a la seguridad vial o la comisión de un 
delito medioambiental.

Para mayor aclaración, no podemos olvidar que la condición de denunciante es 
sustancialmente diferente a la posición de parte interesada, pues la cualidad de parte 
legitimada no se adquiere por la denuncia efectuada, sino por disponer de un interés 
legítimo susceptible de tutela, es decir, de salvaguarda o protección. Dicho interés 
deberá apreciarse en función de las circunstancias del caso, pero en todo caso ha de 
consistir en un beneficio o ventaja distinto del mero interés por la legalidad.

En síntesis
DENUNCIANTE: persona que emite el documento de denuncia. 

INTERESADO/A: persona cuyos derechos pueden verse afectados 
por la resolución.
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Para saber más
• Según el artículo 58 de la L.P.A.C.A.P., la denuncia es una 

forma de iniciar de oficio el procedimiento administrativo. 

• De acuerdo con lo establecido en el artículo 62.5 de la 
L.P.A.C.A.P., la presentación de una denuncia no confiere, por 
sí sola, la condición de interesado en el procedimiento. 

• La naturaleza jurídica de la denuncia parte de recordar dos 
notas esenciales que la definen.

	 En primer lugar, es un acto del particular y por otra parte, es 
un acto que se limita a poner en conocimiento del órgano 
administrativo hechos que obligan a la Administración a actuar. 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (L.P.A.C.A.P.).
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4. ¿Cuál es el contenido de la denuncia?

El documento de denuncia es el que presenta una mayor flexibilidad en cuanto a su 
contenido, sobre todo en los supuestos en que el/la denunciante no es una persona 
interesada, como en el caso de la denuncia ante la Administración Pública.

No obstante, y en todo caso, es conveniente que la denuncia contenga unos elementos 
mínimos. Éstos son los REQUISITOS FORMALES Y MATERIALES DE LA DENUNCIA:

•	 Las denuncias podrán hacerse por escrito o de palabra, personalmente o 
por medio de un/a representante con poder especial.

•	 Si es escrita deberá estar firmada por la persona denunciante; y si no 
pudiere hacerlo, por otra persona a su ruego.

•	 La autoridad o funcionario/a que la reciba rubricará y sellará todas las 
hojas en presencia de la persona que la haya presentado.

•	 Cuando la denuncia sea verbal, se extenderá un acta por la autoridad 
o funcionario/a que la reciba, en la que, en forma de declaración, se 
expresarán cuantas noticias tenga la persona denunciante relativas al 
hecho denunciado y a sus circunstancias.

•	 El Juez, Tribunal, Autoridad o funcionario/a que reciba una denuncia 
verbal o escrita hará constar la identidad de la persona que denuncia. Si 
ésta lo exigiese, le dará un resguardo de haber formalizado la denuncia.
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Cuando vas a presentar una denuncia es muy importante, además, que consten los 
datos o formalidades que se señalan a continuación:

A. Datos personales en el escrito de denuncia: documento de identidad, 
pasaporte, permiso de conducir, documento de identificación de extranjero 
(N.I.E.), u otro documento similar válido en derecho que te identifique.

B. Exposición los hechos que estime que pudieran ser delictivos 
y cuantos datos disponga respecto del hecho denunciado, y de 
las personas que hayan intervenido en el mismo. Asimismo, se 
recomienda aportar mapas del punto exacto de ubicación en el que éstos 
tuvieron lugar. Una buena herramienta para ello es la App Google Maps          
(www.google.es/maps), a través de la cual puedes obtener datos de 
coordenadas de gran exactitud.

C. Firma de la denuncia. Si no pudiera hacerlo, lo debe hacer otra persona 
con su autorización.

D.  El vencimiento del delito. Los delitos prescriben: a los veinte (20)
años, cuando la pena máxima señalada al delito sea prisión de quince (15) 
o más años. A los quince (15), cuando la pena máxima señalada por la ley 
sea inhabilitación por más de diez (10) años, o prisión por más de diez y 
menos de quince años. A los diez (10), cuando la pena máxima señalada 
por la ley sea prisión o inhabilitación por más de cinco (5) años y que no 
exceda de diez (10). A los cinco (5), los demás delitos, excepto los delitos 
leves y los delitos de injurias y calumnias, que prescriben en un año (1).

E. Aportación de pruebas. Aportar pruebas ayuda a demostrar la realidad 
y la exactitud de los hechos, de modo que es muy aconsejable adjuntar 
documentos, objetos, partes médicos, relación de testigos u otras pruebas 
que tengas en tu poder.

F. Resguardo de formalización de la denuncia.

www.google.es/maps
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Si eres víctima, persona ofendida o perjudicada por el delito denunciado, tienes 
derecho a que en las dependencias judiciales te informen sobre los siguientes extremos:

•	 Posibilidad de mostrarse parte en el proceso, interviniendo 
en él y ejercitando las acciones civiles y/o penales que procedan.

•	 Asistencia jurídica gratuita: exención de los costes del litigio 
–y correlativa asunción de los mismos por la Administración– en 
favor de aquellas personas que carecen de medios económicos 
para sufragarlos. Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia 
Jurídica Gratuita.

•	 Derecho a obtener la restitución de la cosa objeto del 
delito denunciado o de lograr la reparación de los daños, 
que como consecuencia hubiere sufrido, y de la indemnización 
del perjuicio causado.

Para saber más
¿Qué consecuencias tiene formular una denuncia falsa?

El artículo 456 del Código Penal (C.P.) castiga con penas de 
prisión o multa a los que con conocimiento de su falsedad 
denuncien haber sido víctimas de un hecho delictivo o 
acusen falsamente a otras personas como autores de 
infracciones penales. La persona que ha sido denunciada 
falsamente puede, a su vez, denunciar o querellarse por 
injurias o calumnias contra el que formuló la falsa denuncia.
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5. Presentación de la denuncia

5.1 ¿Cómo?

La denuncia se puede llevar a cabo de forma verbal o por escrito, bien presencialmente 
o de forma telemática. En este último caso debes disponer de certificado digital ante 
la sede electrónica en cuestión. Otro modo de identificación se realiza mediante el 
usuario en la plataforma Cl@ve (clave.gob.es/clave_Home/clave/queEs.html), o bien 
teniendo instalado el Autofirma (firmaelectronica.gob.es/Home/Descargas.html).

El Ministerio de Política Territorial y Función Pública tiene a disposición de la 
ciudadanía la Red SARA, Sistemas de Aplicaciones y Redes para las Administraciones 
(rec.redsara.es/registro/action/are/acceso.do), que es un conjunto de infraestructuras 
de comunicaciones y servicios básicos que conecta las redes de las Administraciones 
Públicas Españolas, facilita el intercambio de información y el acceso a los servicios.

5.2 ¿Dónde?

En realidad deberá ser indistinto donde presentes la denuncia. Por ello, en el caso 
de que no se realice en el lugar adecuado, la Administración Pública debe enviarlo 
a la Administración competente. No obstante, siempre es preferible enviarlo a la 
administración previamente seleccionada para las denuncias penales o administrativas 
por cuestiones de agilidad administrativa. En este sentido, dependiendo de la tipología 
de la denuncia, puede ser:

•	 Denuncias penales

A.	Ante las autoridades policiales de cualquier clase: Comisaría de Policía de ámbito 
municipal, autonómico o nacional y cuartel o dependencia de la Guardia Civil.

B.	Ante la Fiscalía de Medio Ambiente.

		  www.fiscal.es/web/fiscal/-/medio-ambiente

C.	Ante el Juzgado de Instrucción o el Juzgado de Paz de su domicilio.

D.	Ante los Servicios de Protección de la Naturaleza de la Guardia Civil 
(SEPRONA). Si optas por hacerlo de forma telemática debes ingresar en la “Aplicación 
e-denuncia” que ofrece el propio Ministerio de Interior. Puedes realizar consultas a 
través del siguiente correo electrónico: dg-seprona-jefatura@guardiacivil.org.

clave.gob.es/clave_Home/clave/queEs.html
firmaelectronica.gob.es/Home/Descargas.html
rec.redsara.es/registro/action/are/acceso.do
www.fiscal.es/web/fiscal/-/medio-ambiente
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•	 Denuncias administrativas

A.	Ante el Registro de la Administración pública que decidas, y preferentemente 
ante las Delegaciones o Subdelegaciones del Gobierno o de las Administraciones 
Insulares de la Delegación del Gobierno en cada isla, o bien telemáticamente 
mediante certificado digital tal y como se señaló anteriormente. 

Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Canarias
Plaza de la Feria, 24. 35003, Las Palmas de Gran Canaria
928 999 000 

Subdelegación del Gobierno en Las Palmas
Plaza de la Feria, 24 - 35003, Las Palmas de Gran Canaria
928 999 000 

Subdelegación del Gobierno en Santa Cruz de Tenerife
C/ Méndez Núñez, 9 - 38003, Santa Cruz de Tenerife
922 999 000 

Dirección Insular en Fuerteventura
C/ Primero de Mayo, 64 - 35600, Puerto del Rosario
928 993 000 

Dirección Insular en Lanzarote
C/ Blas Cabrera Felipe, 6 - 35500, Arrecife
928 991 006 - 928 991 016 - 928 991 024 

Dirección Insular en La Gomera
Plaza de las Américas, 2 - 38800, San Sebastián de La Gomera
922 997 002 

Dirección Insular en El Hierro
Avenida Dacio Darias, 103 - 38900, Valverde
922 998 000 - 922 999 340 

Dirección Insular en La Palma
Avenida Marítima, 2 - 38700, Santa Cruz de La Palma
922 999 381 - 922 999 373 
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B.	Ante la Agencia Canaria de Protección del Medio Natural, organismo público 
de naturaleza consorcial para el desarrollo en común, por la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y por las administraciones 
insulares y municipales consorciadas, de la actividad de inspección y sanción en 
materia medioambiental y de ordenación de los recursos naturales, territorial y 
urbanística, así como la asistencia a dichas administraciones en tales materias y 
el desempeño de cuantas otras competencias se le asignan en el ordenamiento 
jurídico. Pone a disposición el portal web: www.acapmn.org.

C/ José Franchy Roca, 12-14. 35007, Las Palmas de Gran Canaria
928 211 300

Rambla de Santa Cruz, 149. Edf. Mónaco. 38071, Santa Cruz de Tenerife
922 923 930

Para saber más
¿Cómo obtener el certificado digital?

Para conseguir tu certificado digital como autónomo, tienes 
que solicitarlo a través de Internet en la web de la Fábrica 
Nacional de Moneda y Timbre (www.fnmt.es), para después 
descargarlo en tu ordenador. Una vez tengas el código que 
te enviarán por email, podrás acudir a Hacienda o la Seguridad 
Social para demostrar tu identidad, paso importante para 
conseguir tu certificado digital persona física definitivo.

www.acapmn.org
www.fnmt.es
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6. El procedimiento de denuncia

Para tramitar una denuncia hay que seguir una serie de cauces o pasos que te exponemos 
a continuación, en función se trate de una denuncia vía penal o una denuncia vía 
administrativa.

6.1 Cauces que seguirá la denuncia en vía penal

•	  Denuncias presentadas ante la autoridad policial o Guardia Civil

	 Las denuncias presentadas ante alguna Comisaría de Policía, —ya sea de carácter 
nacional, autonómico o local—, o en un cuartel de la Guardia Civil normalmente 
darán lugar a una investigación posterior por parte de dichas autoridades con el 
fin de comprobar los hechos, y de aportar las declaraciones de los testigos u otras 
diligencias que el cuerpo de funcionarios estime necesarias para tal fin.

	 Dado que los delitos ambientales son delitos de carácter público, deberán 
ser comunicados inmediatamente a la autoridad judicial o al representante del 
Ministerio Fiscal.

	 Cuando no exista autor/a conocido/a del delito, la Policía judicial conservará el 
atestado a disposición de los juzgados y del Ministerio Fiscal, sin enviarlo, salvo que 
se haya practicado alguna diligencia después de transcurridas setenta y dos (72) 
horas desde la apertura del atestado con algún resultado, o que el Ministerio Fiscal 
o la autoridad judicial soliciten la remisión, todo ello con el fin de evitar dilaciones 
indebidas, es decir, retraso en la tramitación de la causa.

	 La Policía Judicial comunicará a la persona denunciante que, en caso de no ser 
identificado el/la autor/a en el plazo de setenta y dos (72) horas las actuaciones 
no se remitirán a la autoridad judicial, sin perjuicio de su derecho a reiterar la 
denuncia ante la Fiscalía o el Juzgado de Instrucción.

•	  Denuncias presentadas ante el Ministerio Fiscal

	 Este tipo de denuncias dará lugar, normalmente, a que el Ministerio Fiscal efectúe por 
sí mismo ciertas comprobaciones, o a que encomiende a la Policía Judicial la práctica 
de alguna investigación preprocesal inicial sobre los hechos denunciados y, tras 
ella, si el Ministerio Fiscal entiende que existen indicios de una infracción penal, 
remitirá toda la documentación e información recabada al Juzgado competente.

	 La actuación de la Policía Judicial y del Ministerio Fiscal en la fase previa a la de 
inicio del procedimiento penal no tiene naturaleza instructora o sustitutoria 
de la instrucción judicial, pero las diligencias que se realicen podrán revelarse 
esenciales.
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•	  Denuncias presentadas ante el Juzgado de Instrucción

	 Una vez presentada la denuncia, el Juzgado de Instrucción competente se encargará 
de investigar los hechos; para ello, citará a los/as testigos, tomará declaración a las 
posibles personas encausadas, solicitará peritajes…

Cuando finalice el proceso de investigación, el Juzgado deberá realizar una de las 
siguientes acciones:

A. Decidir si archiva el procedimiento previo informe del Ministerio Fiscal. Si 
Instrucción decide archivar tu procedimiento y te sientes perjudicado/a, puedes 
presentar recurso contra su archivo.

B. Remitir el procedimiento al Juzgado de lo Penal por entender que los hechos 
son consecutivos de delitos graves o a la Audiencia Nacional. Si Instrucción decide 
remitir el procedimiento al Juzgado de lo Penal, será el Juzgado de lo Penal quien 
señale el día y hora para la celebración del Juicio, citará a las partes y testigos y 
dictará sentencia.

C. Señalar día para la celebración del Juicio en el mismo Juzgado de Instrucción. 
Si Instrucción entiende que es competente para la celebración del Juicio, fallará en 
las causas por delitos o faltas establecidas en la Ley.

	 Una vez dictada sentencia, el Juez o Jueza deberá utilizar todos los medios a su 
alcance para asegurar la ejecución de la misma, que en principio sólo es de oficio 
la parte penal y no para la civil. Por ejemplo, si se trata de una sentencia con fallo 
económico, procederá al embargo de los bienes hasta la cantidad suficiente para 
el pago de la deuda. Si el fallo es la privación de la libertad, remitirá una orden de 
arresto e ingreso en prisión a las fuerzas de orden público y, si fuese necesario, una 
orden de busca y captura.

6.2 Pasos que seguirá la denuncia en vía administrativa

En la vía administrativa tienen lugar las actuaciones de comprobación de los hechos 
y alegaciones.

Las personas interesadas podrán aportar cuantas alegaciones, documentos o 
informaciones estimen convenientes y, en su caso, llevar a cabo la proposición de 
la prueba, concretando los medios o mecanismos con los que pretenden valerse.

En la notificación de la iniciación del procedimiento se indicará a las personas 
interesadas la posibilidad de presentar alegaciones, es decir, exponer sus argumentos 
y razones que fundamentan su posicionamiento, y los medios de defensa que estimen 
pertinentes.
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Una vez llevada a cabo la notificación, la persona que instruye o lleva el procedimiento 
realiza de oficio cuantas actuaciones resulten necesarias para el examen de los 
hechos, recabando o reuniendo los datos e informaciones que sean relevantes para 
determinar, en su caso, la existencia de responsabilidades susceptibles de sanción.

Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo señalado por ley, el órgano instructor 
podrá acordar la apertura o iniciar de un período de prueba, lo cual significa que 
durante dicho periodo de tiempo y no otro, se deben presentan todas las pruebas 
que sostengan la denuncia que ha interpuesto. Según la L.P.A.C.A.P. el plazo será no 
superior a treinta (30) días, ni inferior a diez (10) días, cabiendo la posibilidad de que 
algunas de las pruebas presentadas se califiquen de improcedentes, con la obligación 
de que dicha calificación que supone un rechazo de las mismas, sea motivado, o sea, 
respaldado con argumentos que sostengan esa postura.

En síntesis
Pasos de la denuncia en vía administrativa

1. Notificación de la iniciación del procedimiento
2. Examen de los hechos
3. Recopilación de datos e informaciones relevantes
4. Apertura del periodo de prueba ( - 30 días / + 10 días)
5. Pruebas calificadas improcedentes
	 Requisito  –> Motivación

Por otro lado, cuando la prueba consista en la emisión de un informe de un órgano 
administrativo o entidad pública, y sea admitida a trámite, se entenderá que tiene 
carácter preceptivo, esto es, obligatorio, que goza de plena validez, y se podrá 
entender que tiene carácter determinante para la resolución del procedimiento.

La propuesta de resolución deberá indicar lo siguiente:

1.	La puesta de manifiesto del procedimiento.
2.	El plazo para formular alegaciones y presentar los documentos 

e informaciones que se estimen pertinentes.
3.	Los hechos que se consideren probados, y su exacta 

calificación jurídica de forma motivada, es decir, justificada en 
derecho.

4.	La infracción que deriva de los hechos probados para la persona 
o personas responsables y la sanción que se proponga.

5.	La valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas 
que constituyan los fundamentos básicos de la decisión.

6.	Las medidas provisionales que, en su caso, se hubieran adoptado.
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En el caso de que no se hayan presentado alegaciones (argumentos, defensa) en el 
plazo previsto, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando contenga 
un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

6.2.1 La resolución

Para hablar de la resolución primero debemos partir de su definición. En este sentido, 
se entiende por resolución judicial el acto procesal mediante el cual se resuelve las 
peticiones de las partes, o se autoriza u ordena el cumplimiento de determinadas 
medidas. Así pues, en lo que nos ocupa, la resolución deberá incluir la valoración 
de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos 
básicos de la decisión, fijación de los hechos y, en su caso, la persona o personas 
responsables, la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones 
que se imponen, o bien la declaración de no existencia de infracción o responsabilidad.

En síntesis
Contenido de la resolución

1. Valoración de las pruebas practicadas
2. Fijación de los hechos
3. Persona o personas responsables
4. Infracción o infracciones cometidas
5. Sanción o sanciones que se imponen

En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en 
el curso del procedimiento, esto quiere decir que el contenido de la resolución única 
y exclusivamente a aquello que se plasmó en el momento inicial de la denuncia. No es 
posible incluir hechos con posterioridad.

Un dato curioso o, al menos, a tener en cuenta, es que cuando el órgano competente 
para resolver, considere que la infracción o la sanción revisten mayor gravedad 
que la determinada en la propuesta de resolución, se notificará a la persona 
inculpada para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes en el plazo de 
quince (15) días.

La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no quepa 
contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa, pudiendo adoptarse 
en la misma, las disposiciones cautelares precisas para garantizar su eficacia en tanto 
no sea ejecutiva.

Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a las Administraciones 
y la cuantía destinada a indemnizar estos daños no hubiera quedado determinada, 
ésta se fijará mediante un procedimiento complementario, cuya resolución será 
inmediatamente ejecutiva, es decir, no quepa recurso contra él en esta vía.
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Este procedimiento podrá llegar a su fin a través de una terminación convencional, 
pero ni ésta ni la aceptación por la persona o personas infractoras, implicará el 
reconocimiento voluntario de su responsabilidad. La terminación convencional de un 
procedimiento administrativo sancionador supone la finalización del mismo por pacto o 
transacción entra la administración y la persona acusada, es decir, se genera un acuerdo 
sobre la sanción administrativa a imponer y su cumplimiento.

Para saber más
Las sanciones administrativas

Sólo son sanciones administrativas aquellas retribuciones negativas previstas 
como tales en el Ordenamiento Jurídico (O.J.), como consecuencia de la 
comisión de una infracción administrativa. Cualquier otro perjuicio o situación 
desfavorable impuesta a un ciudadano o ciudadana que no venga atribuido 
como consecuencia de la comisión de una conducta tipificada, es decir, prevista 
como infracción administrativa NO SERÁ SANCIÓN EN SENTIDO ESTRICTO.

6.2.2 La tramitación simplificada

La Tramitación simplificada del procedimiento administrativo común se encuentra 
regulado en el artículo 96 de la L.P.A.C.A.P.

El empleo de la tramitación simplificada se lleva a cabo cuando, por razones de interés 
público, o la falta de complejidad del procedimiento así lo aconseje, las Administraciones 
Públicas podrán acordarla de oficio, o a solicitud de la persona interesada. Sin embargo, 
en cualquier momento del procedimiento siempre y cuando sea anterior al momento 
de la resolución, el órgano competente podrá decidir continuarlo conforme a la 
tramitación ordinaria, es decir, la habitual, aquella que se describió en el apartado 
anterior.

En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá adoptar la 
tramitación simplificada del procedimiento cuando el órgano competente para iniciar 
el procedimiento considere que, de acuerdo con lo previsto en su normativa reguladora, 
existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve, sin que 
quepa la oposición expresa por parte del/la interesada.

Esta forma de tramitación recibe este nombre porque los procedimientos administrativos 
son resueltos en mayor brevedad, esto es en treinta (30) días, a contar desde el 
siguiente al que se notifique a el/la interesado el acuerdo de tramitación 
simplificada del procedimiento. Por otro lado, únicamente se llevan a cabo las 
actuaciones que se reflejan en el siguiente cuadro:
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En síntesis
Actuaciones tramitación simplificada

1.	Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado.
2.	Subsanación de la solicitud presentada, en su caso.
3.	Presentación de alegaciones –> Plazo de 5 días.
4.	Audiencia –> únicamente cuando la resolución sea desfavorable para la parte 

interesada.
5.	Informe del servicio jurídico o del Consejo General del Poder Judicial, cuando sea 

preceptivo (obligatorio).
6.	Dictamen del Consejo de Estado o equivalente de la CCAA, cuando sea preceptivo 

(obligatorio).
7.	Propuesta de resolución.
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7. Los ilícitos administrativos y la invalidez

El rol del Derecho penal en la lucha contra la degradación de la naturaleza, 
progresivamente, se ha vuelto más importante, ya que el Estado se ha visto en la 
necesidad de hacer uso de todos los medios jurídicos que tiene a su alcance, como ha sido 
la tipificación de delitos en el caso de las conductas que atentan de la forma más grave 
contra el medioambiente. Aún así, en ocasiones se ha considerado al Derecho penal 
medioambiental como un Derecho penal simbólico e ineficaz, acentuándose 
la eficacia de la sanción administrativa. Sin embargo, como sabemos, para detener 
el deterioro medioambiental que se produce continuamente en nuestro entorno, no 
basta con las sanciones administrativas para prevenir la perpetración de daños contra 
los recursos naturales; no obstante, a pesar de ello, es de vital importancia hacer uso de 
las herramientas que nos ofrece el O.J. para contribuir al cambio de forma participativa.

En este contexto nos encontramos con el ilícito administrativo, el cual puede 
definirse como una infracción que suele tener aparejada una sanción determinada 
porque se encuentra dentro del conjunto de prohibiciones que se plasman dentro de los 
ordenamientos administrativos. Cabe señalar que un ilícito administrativo puede 
ser cometido tanto por la Administración Pública, como por una persona particular, 
pero lo cierto es que la casuística que puede comprometer a la ciudadanía es inmensa. 
Es por ello que resulta bastante recomendable que si observas algún comportamiento 
que, a tu juicio, sea sancionable porque perjudica el medio ambiente, interpongas una 
denuncia administrativa. ¡No lo dudes!

Llegadas a este punto resulta necesario establecer una diferenciación entre dos 
palabras que, a simple vista, resultan muy parecidas pero que ni su significado ni sus 
consecuencias jurídicas son similares. Hablamos de la nulidad y de la anulabilidad, 
¿habías oído antes estos conceptos? A continuación vamos a aclararte las diferencias 
entre ambas nociones.

Para empezar debes saber que un acto es inválido cuando está viciado alguno de 
sus elementos, si bien, según la importancia y trascendencia del vicio de que se trate, 
la invalidez podrá alcanzar el grado de nulidad o de anulabilidad.

La noción de invalidez, que afecta a la esencia misma del acto, ha de diferenciarse 
de la ineficacia, en la que el acto, aun siendo válido, no produce efectos, como 
acontecería en el supuesto de un acto no notificado a la persona destinataria por lo que 
no sería conocedora de su contenido y, por tanto, no podría actuar en consecuencia.

Podemos distinguir dos grandes categorías dentro de las nulidades: nulidad 
absoluta y anulabilidad o nulidad relativa. En primer lugar, la nulidad se 
caracteriza por representar la falta de algún elemento esencial. La anulabilidad, 
sin embargo, señala aquella situación en que el defecto del acto administrativo no es 
esencial. Esto determina una mayor sanción para los casos de nulidad que de 
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anulabilidad. Así, la anulabilidad se somete a un plazo de impugnación, pero si el 
acto no es impugnado en ese plazo se convertirá en inatacable, esto quiere decir que 
no puede ser atacado o impugnado. Sin embargo, la nulidad se puede invocar en 
cualquier momento. Además, los efectos de la anulación de un acto anulable solo 
rigen sobre las personas que lo hayan impugnado. Mientras que los de un acto nulo 
rigen sobre todos (eficacia erga omnes), ya que carece de sus requisitos elementales 
tal y como señalamos anteriormente. Por último, los efectos de la nulidad deben 
entenderse referidos al momento en que se dictó el acto, ya que, técnicamente, 
este nunca existió por faltarle sus elementos esenciales. Sin embargo, los efectos de la 
anulabilidad deben entenderse referidos al momento en que se impugna el acto, ya 
que ha estado produciendo efectos hasta que ha sido impugnado. En la jerga jurídica, 
a estos dos momentos se les conoce como ex tunc (desde el inicio, desde entonces) y 
ex nunc (desde ahora).

En síntesis
Desde el punto de vista de su validez, los actos administrativos se agrupan 
en dos grandes categorías: los actos nulos de plenos derecho (artículo 
47 de la L.P.A.C.A.P.) y los actos anulables (artículo 48 de la L.P.A.C.A.P.).

Adentrándonos más allá, en la L.P.A.C.A.P. que ya hemos señalado en múltiples ocasiones 
se recogen en el artículo 47 de la misma, los supuestos de nulidad y anulabilidad en 
el Derecho Administrativo, pero nos centraremos en los primeros. Tales supuestos son:

•	 Actos que lesionan derechos y libertades susceptibles de amparo 
constitucional. Recuerda que los Derechos Fundamentales (DDFF) se encuentran 
establecidos del artículo 14 al artículo 29 de la C.E., y algunos de ellos encuentran 
vinculación con derechos vinculados al medio ambiente.

•	 Actos que han sido dictados por un órgano manifiestamente incompetente 
por razón de la materia o el territorio. Un caso que sirve de ejemplo es que la 
Dirección General de Minas es la que debe otorgar la autorización definitiva a una 
planta de áridos y la realiza la Dirección General de Medio Ambiente.

•	 Actos tienen contenido imposible.

•	 Actos que sean constitutivos de infracción penal, así como los dictados a 
consecuencia de ésta.

•	 Actos dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento 
legalmente establecido, o de las normas que contienen las reglas esenciales 
para la formación de la voluntad de los órganos colegiados.
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•	 Aquellos que resulten contrarios al Ordenamiento Jurídico (O.J.) y atribuyan 
facultades o derechos, cuando se carezca de los requisitos esenciales para 
adquirirlos. Un ejemplo de ello estaría protagonizado por una persona que 
construye en un Espacio Natural Protegido porque la alcaldesa o el alcalde le dijo 
“de palabra” que podía construir.

•	 Cualquier otro, cuando se establezca expresamente en disposiciones con 
rango de Ley.

•	 Cualquier disposición administrativa que viole la Constitución Española, las 
leyes y otras disposiciones administrativas de rango superior.

Para saber más
Constituye infracción administrativa ambiental 
el incumplimiento de las obligaciones establecidas 
en las distintas normas administrativas, ya sean 
estas estatales, autonómicas o locales, precisando 
que casi todas las normas protectoras del ambiente 
son Leyes o normas administrativas, por ejemplo, 
las del sector hídrico, residuos, flora y fauna y/o sus 
respectivos Reglamentos de desarrollo, etc. Es decir, 
el amplísimo entramado de disposiciones legales 
en materia ambiental constituye la legislación 
administrativa destinada a la prevención y 
protección del ambiente.
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8. Aproximación a los delitos ecológicos

Para una mayor comprensión de los textos normativos, en España, el legislador ha 
optado por sistematizarlos o dividirlos internamente en Libros, Títulos, Capítulos, 
Secciones y, finalmente, en Subsecciones. Así pues, nuestro Código Penal (C.P.) regula 
el medio ambiente de forma expresa en el Título XVI: De los delitos relativos a 
la ordenación del territorio y el urbanismo, y la protección del patrimonio 
histórico y del medio ambiente, organizándose la referida regulación en cinco 
capítulos. Éstos son los siguientes:

CAPÍTULO I. De los delitos sobre la ordenación del territorio y el urbanismo
CAPÍTULO II. De los delitos sobre el patrimonio histórico
CAPÍTULO III. De los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente
CAPÍTULO IV. De los delitos relativos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos
CAPÍTULO V. Disposiciones comunes

A lo largo de veinticuatro (24) artículos el C.P. protege bienes que la doctrina ha 
calificado como colectivos o supraindividuales y que guardan, a su vez, relación 
con el medio ambiente en sentido amplio y, por ende, con la propia existencia del 
Ser Humano. Este cuerpo normativo constituye una parte de lo que conocemos como 
Derecho Ambiental y Derecho Penal del Medio Ambiente, el cual es definido 
por la jurisprudencia como el conjunto de normas jurídicas que tienden directamente 
a proteger, conservar y mejorar aquellos elementos que representan una riqueza 
natural digna de tutela por sus especiales valores estéticos o dinámicos, entre los que 
se encuentra la contribución a la mejora de la calidad de la vida y el desarrollo de 
la persona a través de un disfrute inmediato de los mismos.

En este mismo sentido se ha pronunciado la jurisprudencia constitucional manifestado 
que, por coherencia y respeto al artículo 45.2 C.E., el Derecho Ambiental debe 
caracterizarse por proteger o conservar los elementos naturales con el fin de mejorar, 
propiamente, el medio ambiente y la calidad de vida, que se integra, entre otros 
elementos, por la salud.

El Derecho Ambiental español cuenta con una amplia gama de normativa, siendo, 
cronológicamente, la más relevante la que se expone en el siguiente cuadro:

En este punto mencionamos la variada y amplia normativa, tanto a nivel europeo, 
estatal y autonómico, en materia medioambiental.

Para saber más
Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.
www.boe.es/boe/dias/1988/07/29/pdfs/A23386-23401.pdf

Ley 11/1997, de 24 de abril, de Envases y Residuos de Envases.
www.boe.es/boe/dias/1997/04/25/pdfs/A13270-13277.pdf

Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos.
www.boe.es/boe/dias/1998/04/22/pdfs/A13372-13384.pdf

Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación.
www.boe.es/boe/dias/2002/07/02/pdfs/A23910-23927.pdf

Ley 37/2003, del Ruido. Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.
www.boe.es/boe/dias/2003/11/22/pdfs/A41422-41442.pdf

Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen del comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero.
www.boe.es/buscar/pdf/2005/BOE-A-2005-3941-consolidado.pdf

Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental.
www.boe.es/boe/dias/2007/10/24/pdfs/A43229-43250.pdf

Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la 
información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de 
Medio Ambiente.
www.boe.es/buscar/pdf/2006/BOE-A-2006-13010-consolidado.pdf

Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera.
www.boe.es/buscar/pdf/2007/BOE-A-2007-19744-consolidado.pdf

Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.
www.boe.es/buscar/pdf/2007/BOE-A-2007-21490-consolidado.pdf

Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilización procesal 
del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios.
www.boe.es/boe/dias/2009/11/24/pdfs/BOE-A-2009-18733.pdf

Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de almacenamiento geológico de CO2.
www.boe.es/buscar/pdf/2010/BOE-A-2010-20049-consolidado.pdf

Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino
www.boe.es/boe/dias/2010/12/30/pdfs/BOE-A-2010-20050.pdf
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Para saber más
Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.
www.boe.es/boe/dias/1988/07/29/pdfs/A23386-23401.pdf

Ley 11/1997, de 24 de abril, de Envases y Residuos de Envases.
www.boe.es/boe/dias/1997/04/25/pdfs/A13270-13277.pdf

Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos.
www.boe.es/boe/dias/1998/04/22/pdfs/A13372-13384.pdf

Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación.
www.boe.es/boe/dias/2002/07/02/pdfs/A23910-23927.pdf

Ley 37/2003, del Ruido. Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.
www.boe.es/boe/dias/2003/11/22/pdfs/A41422-41442.pdf

Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen del comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero.
www.boe.es/buscar/pdf/2005/BOE-A-2005-3941-consolidado.pdf

Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental.
www.boe.es/boe/dias/2007/10/24/pdfs/A43229-43250.pdf

Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la 
información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de 
Medio Ambiente.
www.boe.es/buscar/pdf/2006/BOE-A-2006-13010-consolidado.pdf

Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera.
www.boe.es/buscar/pdf/2007/BOE-A-2007-19744-consolidado.pdf

Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad.
www.boe.es/buscar/pdf/2007/BOE-A-2007-21490-consolidado.pdf

Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilización procesal 
del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios.
www.boe.es/boe/dias/2009/11/24/pdfs/BOE-A-2009-18733.pdf

Ley 40/2010, de 29 de diciembre, de almacenamiento geológico de CO2.
www.boe.es/buscar/pdf/2010/BOE-A-2010-20049-consolidado.pdf

Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino
www.boe.es/boe/dias/2010/12/30/pdfs/BOE-A-2010-20050.pdf



GUÍA PRÁCTICA: LA DENUNCIA AMBIENTAL Y LOS DELITOS ECOLÓGICOS28

En la presente Guía sería prácticamente imposible abarcar la explicación de toda esta 
normativa, no obstante, trataremos las cuestiones que, a nuestro juicio, son de vital 
importancia, hablamos de los delitos ambientales que se encuentran recogidos en el C.P.

Antes de comenzar, haz de saber que las penas estipuladas en los diferentes artículos 
serán incrementadas si afectan a algún Espacio Natural Protegido. Los jueces y las 
juezas o tribunales podrán ordenar al autor o autora del hecho la adopción de las 
medidas necesarias para restaurar el equilibrio ecológico perturbado, así como cualquier 
otra medida cautelar necesaria para la protección de los bienes protegidos por ley.

8.1 Delitos sobre la ordenación del territorio y urbanismo

Estos delitos están recogidos en el Capítulo I, del Título XVI, del Código Penal (C.P.)         
y son los siguientes:

•	 Construcciones ilegales y responsabilidad de las personas jurídicas (art. 319 C.P.)
	 El delito de construcciones ilegales es un delito contra un bien jurídico comunitario, 

es decir, que afecta a la totalidad de la ciudadanía, que no es otro que la utilización 
racional del suelo y la adecuación de su uso al interés general.

	 Esta disposición normativa persigue las obras de urbanización, construcción o 
edificación no autorizadas en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes de 
dominio público o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su 
valor paisajístico, ecológico, artístico, histórico o cultura.

	 Este delito se ve agravado, esto quiere decir que la pena que conlleva es superior, 
cuando dichas obras se realizan en suelo no urbanizable, como es el suelo rural. 
Cabe señalar que estos delitos prescriben a los cinco (5) años, lo que significa 
que transcurrido este tiempo la responsabilidad penal se extingue y ya no se puede 
emprender acciones contra dicho delito.

	 Este delito de construcciones ilegales es un delito que pueden cometer los 
promotores, constructores o técnicos con la correspondiente titulación, y también 
cualquier persona, sin exigencia de profesionalidad, que se haya considerado en la 
obra “promotor”. Asimismo cualquier persona, física o jurídica, publica o privada, 
que, individual o colectivamente, impulsa, programa o financia, con recursos propios 
o ajenos, obras de edificación para sí o para su posterior venta, donación o cesión.

	 Como señalamos anteriormente, se trata de un bien jurídico comunitario, por 
tanto, las personas que pueden verse afectados por la comisión de este delito se 
identifican con sociedad en general, y, en particular, la comunidad asentada sobre 
el ámbito territorial donde se lleva a cabo la obra.
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	 El Juzgado de lo Penal o la Audiencia Provincial son competentes para abordar 
las causas por estos delitos, y pueden ser tramitadas mediante el proceso ordinario o 
por el abreviado. Como consecuencias jurídicas podrá llevarse a cabo la demolición 
de la obra y la reposición a su estado originario de la realidad física alterada, 
sin perjuicio de las indemnizaciones debidas a terceros de buena fe, así como del 
decomiso de las ganancias obtenidas.

En síntesis
Bien jurídico protegido comunitario.
–> Utilización racional del suelo
–> Adecuación de su uso al interés general.

Delito
–> Obras de urbanización , construcción o edificación no autorizadas en suelos 

destinados a viales, zonas verdes, bienes de dominio público o lugares que 
tengan legal o administrativamente reconocido su valor paisajístico, ecológico, 
artístico, histórico o cultura.

Delito agravado
–> Suelo no urbanizable.

¿Cuándo prescribe el delito?
–> 5 años.

¿Quién lo puede cometer?
–> Promotores, constructores o técnicos con titulación.
–> Quien haya actuado como “promotor/a” aún sin titulación.
–> Quien impulsa, programa o financia obras de edificación para sí o para su 

posterior venta, donación o cesión.

¿Quienes son las personas afectadas?
–> La sociedad en general.
–> La comunidad asentada en ese territorio.

¿Quién puede conocer del delito?
–> Juzgado de lo Penal.
–> Audiencia Provincial.

¿Cuáles pueden ser las consecuencias jurídicas?
–> Demolición de la obra.
–> Reposición a su estado originario.
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8.2 Delitos sobre el patrimonio histórico

Estos delitos están recogidos en el Capítulo II, del Título XVI, del Código Penal (C.P.)        
y son los siguientes:

•	 Derribo o alteración de edificios protegidos (art. 321 C.P.)
	 Este delito puede ser cometido por aquellas personas que derriben o alteren 

gravemente edificios singularmente protegidos por su interés histórico, 
artístico, cultural o monumental. Los Jueces o Tribunales podrán ordenar, a cargo 
del autor del hecho, la reconstrucción o restauración de la obra, sin perjuicio de las 
indemnizaciones debidas a terceras personas de buena fe.

•	 Prevaricación en derribo o alteración de edificios protegidos (art. 322 C.P.)
	 Este delito puede ser cometido por la autoridad o funcionario/a público que, a 

sabiendas de su injusticia, haya informado favorablemente, resuelto o votado 
a favor, proyectos de derribo o alteración de edificios singularmente 
protegidos.

•	 Daños a yacimientos arqueológicos o bienes con valor histórico, artístico, 
científico, cultural o monumental (art. 323 C.P.)

	 Este delito se comete cuando se causan daños en bienes de valor histórico, 
artístico, científico, cultural o monumental, o en yacimientos arqueológicos, 
terrestres o subacuáticos. Si se hubieran causado daños de especial gravedad o 
hubieran afectado a bienes cuyo valor –cualquiera que sea– fuera especialmente 
relevante, la pena será agravada, es decir, se verá incrementada. En todos estos casos, 
la consecuencia jurídica podría ser que los Jueces o Tribunales ordenen, a cargo del 
autor del daño, la adopción de medidas encaminadas a su restauración en cuanto 
fuese posible.

•	 Daños por imprudencia grave (art. 324 C.P.)
	 Este delito se comete cuando por imprudencia grave se causen daños en un archivo, 

registro, museo, biblioteca, centro docente, gabinete científico, institución 
análoga, o sea, similar, o en bienes de valor artístico, histórico, cultural, 
científico o monumental, así como en yacimientos arqueológicos. La cuantía 
del valor del daño debe ser superior a 400 euros, y la pena podrán ser incrementada 
atendiendo a la importancia del mismo.

	 Cuando hablamos de imprudencia grave nos referimos a aquella en la que, 
independientemente de si hay o no consciencia o previsión a la hora de cometer el 
delito, existe peligrosidad y la infracción de la norma es trascendental.
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8.3 Delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente

Estos delitos están recogidos en el Capítulo III, del Título XVI, del Código Penal (C.P.)      
y son los siguientes:

•	 Delitos por emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, 
aterramientos, ruidos, vibraciones, inyecciones o depósitos (art. 325 C.P.)

	 Este delito se comete cuando se provoca o realiza, de forma directa o indirecta, 
vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, ruidos, 
vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, el suelo, el subsuelo 
o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con 
incidencia incluso en los espacios transfronterizos, así como las captaciones de 
aguas que, por sí mismos o conjuntamente con otros, cause o pueda causar daños 
sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o 
plantas.

	 En este supuesto, las penas varían en función de cuánto se haya visto afectado el 
equilibrio de los sistemas naturales, y el riesgo de grave perjuicio que haya supuesto 
para la salud de las personas.

•	 Delitos por falta de control o vigilancia en la recogida, transporte, 
valorización, transformación, eliminación o aprovechamiento de residuos 
que causen daños (art. 326 C.P.)

	 Este delito es cometido por quienes recojan, transporten, valoricen, transformen, 
eliminen o aprovechen residuos, o no controlen o vigilen adecuadamente 
tales actividades, de modo que causen o puedan causar daños sustanciales a la 
calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas, muerte o lesiones 
graves a personas, o bien, puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas 
naturales.

•	 Delitos por daños causados por actividades peligrosas (art. 326bis)
	 Este delito se comete cuando se realiza la explotación de instalaciones en las 

que se lleva a cabo una actividad peligrosa o en las que se almacenan o utilizan 
sustancias o preparados peligrosos de modo que, causen o puedan causar, daños 
sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, a animales o 
plantas, muerte o lesiones graves a las personas, o puedan perjudicar 
gravemente el equilibrio de los sistemas naturales.
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	 Este delito puede verse agravado cuando tengan lugar algunas de las siguientes 
circunstancias:

A.	Que la industria o actividad funcione clandestinamente, sin haber obtenido la 
autorización correspondiente.

B.	Que se hayan desobedecido las órdenes expresas de la autoridad administrativa 
de corrección o suspensión de las actividades.

C.	Que se haya falseado u ocultado información sobre los aspectos ambientales de 
la misma.

D.	Que se haya obstaculizado la actividad inspectora de la Administración.

E.	Que se haya producido un riesgo de deterioro irreversible o catastrófico.

F.	 Que se produzca una extracción ilegal de aguas en periodo de restricciones.

8.4 Delitos relativos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos

Estos delitos están recogidos en el Capítulo IV, del Título XVI, del Código Penal (C.P.)      
y son los siguientes:

•	 Delitos relativos a flora protegida (art. 332 C.P.)
	 Este delito se comete cuando se cortan, talan, arrancan, recolectan, se adquiera, 

posea o destruya especies protegidas de flora silvestre, o se trafique con 
ellas, sus partes, derivados de las mismas o con sus propágulos. Del mismo 
modo, cuando, de forma genérica, se destruya o altere gravemente su hábitat.

	 Resulta importante señalar que no se considera un delito si esto se realiza en una 
cantidad insignificante de ejemplares y no se deriven consecuencias relevantes para 
el estado de conservación de la especie.

	 Las penas establecidas para este delito se incrementan si se trata de especies o 
subespecies catalogadas en peligro de extinción.

•	 Delitos por introducción y puesta en libertad de especies no autóctonas 
(art. 333 C.P.)

	 Este delito se comete cuando se introducen o liberan especies de flora o fauna no 
autóctona, que pueden perjudicar el equilibrio biológico de la ya existente en el 
lugar.

•	 Delitos relativos a fauna protegida (arts. 334, 335 y 336 C.P.)
	 Estos delitos se realizan cuando se cace, pesque, adquiera, posea o destruya 

especies protegidas de fauna silvestre. Asimismo cuando se trafique con 
ellas, sus partes o derivados de las mismas, cuando se realicen actividades 
que impidan o dificulten su reproducción o migración y, también cuando se 
destruya o altere gravemente su hábitat.



GUÍA PRÁCTICA: LA DENUNCIA AMBIENTAL Y LOS DELITOS ECOLÓGICOS 33

	 No está permitido, además, el empleo de veneno medios explosivos u otros 
instrumentos o artes de similar eficacia destructiva o no selectiva.

	 Las penas que se derivan de la comisión de este delito se verán incrementadas cuando 
expresamente esté prohibido por las normas específicas sobre su caza o pesca, o 
bien, la persona que lo la realice no disponga del correspondiente permiso.

•	 Delito por maltrato animal (art. 337 y 337bis C.P.)
	 Este delito tiene lugar cuando, por cualquier medio o procedimiento, se generen 

lesiones que atenten contra la salud de un animal doméstico o amansado, o 
bien de aquel que, temporal o permanentemente, viva bajo control humano, 
o cualquier animal que no viva en estado salvaje. Una de las formas de atentar 
contra la salud del animal es la explotación sexual.

	 Otra de las formas en las que se materializa este delito se produce cuando se maltrata 
cruelmente a algún animal doméstico, o a cualesquier otro en espectáculos no 
autorizado, y se lleva a cabo un abandono del mismo en condiciones en que pueda 
peligrar su vida o integridad.

	 Las penas previstas para este delito se incrementan cuando tengan lugar las 
circunstancias que se describen a continuación:

A.	Exista utilización de armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas 
concretamente peligrosas para la vida del animal.

B.	Medie ensañamiento, esto es, aumento deliberado e innecesario del sufrimiento 
del animal.

C.	Se cauce al animal la pérdida o la inutilidad de un sentido, órgano o miembro 
principal.

D.	El delito se cometa en presencia de una persona menor de edad.

E.	Se produce la muerte del animal.
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9. Modelos de denuncias

9.1 Denuncia administrativa

	 O al órgano administrativo correspondiente.

	 En su caso, en nombre y representación de… De conformidad con lo dispuesto en el art. 5.3 
L.P.A.C.A.P., la representación que digamos ostentar de alguna organización o persona física 
debe ser acreditada, salvo cuando se trae de ‘actos y gestiones de mero trámite’. Se puede 
acreditar esta representación aportando prueba documental de que el firmante ostenta un 
cargo de representación de la entidad, normalmente mediante el acta de designación de estos 
cargos, o mediante un poder notarial.

	 Aquí señalamos al presunto infractor y sus datos personales. En caso de que no los conozcamos, 
deberemos facilitar cuantas indicaciones podamos para facilitar su identificación.

	 Señalamos la infracción que denunciamos; por ejemplo, por invasión de la vía pecuaria X o el 
vertido de aguas residuales en el cauce Y…

	 Señalaremos los hechos con el mayor detalle posible, cuidando que su redacción sea clara y 
comprensible, y que ilustre sobre la infracción efectivamente cometida. El criterio más sencillo 
para exponer los hechos en una denuncia es el criterio cronológico.

	 Resulta sumamente aconsejable aportar todas las pruebas que estén de nuestra mano para 
acreditar los hechos que denunciamos.

	 No es obligatorio exponer los fundamentos jurídicos en una denuncia, si bien resulta muy 
recomendable hacerlo, señalando al menos los preceptos que se entienden infringidos.

	 Personarse en un procedimiento administrativo nos permitirá tener acceso al mismo, formular 
alegaciones y aportar prueba para así poder tener un rol más activo en el seguimiento y control 
de la actuación administrativa en relación con los hechos denunciados.

	 La acción pública consiste en reconocimiento legal de la legitimación para mostrarse parte 
en procedimientos administrativos y poder recurrir las resoluciones que se dicten que el 
ordenamiento jurídico no prevé con carácter general, sino que son las distintas leyes sectoriales, 
tanto estatales como autonómicos las que lo hacen. 

	 En el formulario se ha citado la acción pública urbanística que reconoce la legislación estatal de 
suelo y la andaluza en materia de naturaleza y caza, pero existen otros ejemplos como Parques 
Nacionales, Costas, Patrimonio Histórico, etc. 

	 La Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, 
de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente reconoce en su 
artículo 22 la ‘acción popular’ –una suerte de acción pública restringida– a las organizaciones 
sin ánimo de lucro de más de 2 años de antigüedad, que tengan entre sus fines estatutarios 
la protección del medio ambiente o alguno de sus elementos, que vengan desarrollando de 
manera activa acciones acordes a esa finalidad y el hecho que motiva esta actuación jurídica 
coincida con su ámbito territorial.
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A LA CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE DE…

D/Dª…, con domicilio a efectos de notificaciones en…, CP…, ante la Consejería…                   
comparezco, y como mejor proceda,

DIGO

Que por medio del presente escrito vengo a formular DENUNCIA contra… por…
que se detallan en el presente escrito.

La presente DENUNCIA se basa en los siguientes:

HECHOS

PRIMERO…

SEGUNDO...

A los presentes hechos le son de aplicación los siguientes:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I…

II...

En virtud de lo expuesto,
SOLICITO que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y en su virtud tenga por 
interpuesta DENUNCIA contra… por …, se acuse recibo del mismo conforme dispone el artículo 
66 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y previos trámites legales oportunos, lleve a cabo las 
actuaciones necesarias para proceder a iniciar el procedimiento sancionador contra los 
responsables de la infracción, y en virtud de lo establecido en el artículo 64.1 2º LPACAP, 
comunique a esta parte las actuaciones emprendidas con motivo de la presente denuncia.

OTROSÍ DIGO que es intención de este denunciante personarse  en el procedimiento 
administrativo que haya lugar a raíz de los hechos puestos de manifiestos en virtud del presente 
escrito, en ejercicio de la acción pública reconocida en los artículos 5. f) del Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo 
y Rehabilitación Urbana, 6.1 de la 6.1 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía y 68.2 de la Ley 8/2003, de 28 de octubre, de la Flora y la Fauna 
Silvestres de Andalucía.

Es por ello que,
SOLICITO que teniendo por presentado este escrito, nos tenga por personados en el 
procedimiento que hubiera lugar, y consecuentemente se nos dé vista y se nos comuniquen 
cuantas actuaciones e incidencias que en lo sucesivo se produzcan, se le dé audiencia antes de 
dictarse la resolución y se le notifique ésta.
 

En                                                  , a         de                           de 20     .
       Firmado
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9.2 Denuncia penal

Recurriremos a la denuncia penal en lugar de a la administrativa cuando los hechos 
que pretendamos denunciar puedan ser constitutivos de delito. Es decir, cuando estén 
tipificados como tal en el Código Penal.
 
Los delitos contra el medio ambiente se regulan en el Título XVI del CP, artículos 319 a 
340 y los delitos de incendio en los artículos 351 a 358. Te recomendamos la consulta 
a la “Guía práctica de los delitos ecológicos”, de la colección Cuadernos prácticos de 
Ecologistas en Acción.

	 También podemos dirigir nuestra denuncia a la Guardia Civil (especialmente al Servicio de 
Protección de la Naturaleza –SEPRONA– de la comarca) o a la Fiscalía (lo que puede ser 
especialmente interesante allí dónde se hayan creado Fiscalías especializadas en medio 
ambiente y urbanismo).

	 En su caso, en nombre y representación de… De conformidad con lo dispuesto en el art. 5.3 
L.P.A.C.A.P., la representación que digamos ostentar de alguna organización o persona física 
debe ser acreditada, salvo cuando se trae de ‘actos y gestiones de mero trámite’. Se puede 
acreditar esta representación aportando prueba documental de que el firmante ostenta un 
cargo de representación de la entidad, normalmente mediante el acta de designación de estos 
cargos, o mediante un poder notarial.

	 Las indicaciones de la denuncia administrativa son igualmente aplicables en este modelo.

	 Por ejemplo, en el artículo 334.1 del Código Penal.

	 Fotografías, vídeos, croquis, informes, etc. La documentación oportuna de que dispongamos 
para acreditar los hechos que denunciamos.

	 Si lo conocemos, en caso contrario podemos señalar simplemente cuyos demás datos personales 
se desconocen o que puede ser citado en … que constituye su lugar de trabajo, por ejemplo.

	 Si la denuncia se realiza al Ministerio Fiscal ha de tenerse en cuenta que no existe la posibilidad 
de personarse en las Diligencias de Investigación Fiscal que éste incoe, pero sí podemos solicitar 
que se nos comunique ‘la resolución que adopte el Fiscal por la que concluya las presentes 
diligencias de investigación’ a que se refiere el Apartado XI de la Circular 4/2013 de la Fiscalía 
General del Estado, interesándose asimismo que, judicializada sea la causa, se nos realice el 
correspondiente ofrecimiento de acciones del artículo 776 LECrim.
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AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN DE… QUE POR TURNO CORRESPONDA

D/Dª…, con domicilio a efectos de notificaciones en…, CP… comparezco, y como mejor 
proceda,

DIGO

Que por medio del presente escrito y conforme se dispone en los artículos 259 y siguientes de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal vengo a formular DENUNCIA contra… por un DELITO 
CONTRA…, tal y como se detalla a continuación.
La presente DENUNCIA      se basa en los siguientes:

HECHOS

· Que…

· ...

A los expresados hechos le son de aplicación los siguientes:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Que los citados hechos podrían ser constitutivos del delito tipificado en el artículo…   
del Código Penal, el cual dispone que…

Segundo. Que se propone, a los oportunos efectos acreditativos de los hechos anteriormente 
narrados, la práctica de las siguientes diligencias probatorias:

– Se tengan por acompañados los documentos UNO a CINCO consistentes en…
– Se oficie al Servicio de Protección de la Naturaleza de la Guardia Civil a los efectos de que 

informe de…
– Se reciba declaración en calidad de imputado a D./Dª…. con domicilio en… 
– Se reciba declaración en calidad de testigo a D/Dª… con domicilio en…
– Aquellas otras que se deriven de las anteriores y sirvan para el esclarecimiento de los hechos.

Por lo expuesto, 
AL JUZGADO SOLICITO que teniendo por presentado este escrito, con sus copias se sirva 
admitir la presente DENUNCIA contra… acordando la incoación de diligencias previas y la 
averiguación de los hechos que en el presente escrito se relatan al objeto de esclarecer las 
eventuales responsabilidades penales dimanantes de los mismos.

OTROSÍ DIGO que, siendo intención de este denunciante mostrarse parte en las Diligencias que 
se instruyesen a raíz del presente escrito de denuncia como acusación particular o popular, 
interesa a nuestro derecho y así

SOLICITO que incoado que sea el oportuno procedimiento penal, se cite a esta parte 
denunciante a fin de ratificar y en su caso ampliar la presente denuncia y se le realice el 
correspondiente ofrecimiento de acciones conforme dispone el artículo 776 LECrim.

 
En                                                  , a         de                           de 20     .

       Firmado
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10. Glosario

Actuar de oficio: dicho de una actuación administrativa o judicial, realizada a iniciativa 
del órgano administrativo o judicial, actuando en ejercicio de sus funciones, sin solicitud 
ni requerimiento previo de un tercero.

Bien jurídico: con el concepto de bien jurídico se refiere la doctrina al objeto de 
protección, que no debe confundirse con el objeto material del delito. Los bienes 
jurídicos pueden consistir en objeto, materiales o inmateriales, relaciones, intereses 
o derechos, que en cualquier caso han de ser socialmente valiosos y por ello dignos 
de protección jurídica. Véase como tal la vida, la salud, la integridad, la libertad, la 
indemnidad y el patrimonio.

Carácter preceptivo: que debe ser cumplido o acatado de manera obligatoria por 
estar ordenado mediante un precepto o una orden.

Capacidad jurídica: cualidad esencial, ya que quien carece de capacidad jurídica no 
es persona; comprende la aptitud jurídica para la apropiación: poder, tener, poseer, 
adquirir, estar obligado y responder. Tiene eficacia unificadora, centralizada de las 
relaciones jurídicas cuyo titular activo o pasivo sea la persona.

Delitos públicos: podrían definirse como los opuestos a los delitos privados, en 
tanto que pueden ser denunciados por cualquier persona o institución que tenga 
conocimiento de ellos, aún cuando la víctima no presente denuncia o querella o, aún 
habiéndola presentado, la retire, pudiendo igualmente ser perseguidos de oficio. Son 
delitos públicos todos aquellos que no son privados ni semipúblicos.

Doctrina: interpretación que los/las jueces y funcionarios/as públicos/as realizan de 
las leyes en su aplicación de los casos particulares y en los negocios administrativos, 
asimismo, es la opinión sostenida en las obras de juristas de reconocido prestigio.

Ejecución de una sentencia: significa dar plena eficacia a la totalidad de los 
pronunciamientos recogidos en una sentencia, porque de lo contrario las decisiones 
judiciales y los derechos que en ellas se reconocen no serían más que meras declaraciones 
de intenciones y, por tanto, no estaría garantizada la efectividad de la tutela judicial. 
Corresponde al Secretario judicial impulsar el proceso de ejecución de la sentencia.

Interés legítimo: condición que reúne la persona para ser parte en el proceso, 
consistente en tener interés personal, individual o colectivo, distinto de la situación 
jurídica de otros ciudadanos/as pueden tener respecto de la misma cuestión.

Jurisprudencia: doctrina establecida de forma reiterada por el Tribunal Supremo o el 
Tribunal Constitucional, al interpretar la Constitución y las leyes. Suele entenderse que 
la misma doctrina tiene que haberse establecido en dos o más ocasiones para constituir 
jurisprudencia.

Juzgado de Instrucción: órgano judicial unipersonal al que corresponde, entre otras 
funciones, instruir las causas por delitos cuyo enjuiciamiento son competentes las 
audiencias provinciales o los juzgados de lo penal. Para saber sobre su competencia, 
revisa el artículo 87 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
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Juzgado de Paz: juzgado constituido en aquellos municipios donde no existe juzgado 
de primera instancia e instrucción, y que ejerce su jurisdicción en todo el término 
municipal, ostenta competencias en materia civil y penal, y está servido por un juez no 
profesional.

Ley penal en blanco: norma con rango de ley que habilita a otra de rango reglamentario 
mediante una delegación para que pueda penar actividades como delito, sin hacer 
mención expresa a las actividades penadas en la norma legal. La utilización de leyes 
penales en blanco supone una vulneración del principio de legalidad en derecho penal. 
El principio de legalidad implica que no habrá delito sin ley que así lo establezca.

Ordenamiento jurídico: si bien la norma no agota la plenitud del ordenamiento, con 
carácter general la idea y concepto de ordenamiento jurídico se identifica con la de 
conjunto de normas según el sentido tradicional de nuestro Derecho histórico. Nuestro 
Derecho vigente tiene dos especiales manifestaciones: por una parte en al artículo 1.1 
del Código Civil (“las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre 
y los principios generales del Derecho”) y en la vigente Constitución de 1978 (artículos 
1.1, 9.1, etc.).

Persona física: individuo con capacidad jurídica para ser titular de derechos y cumplir 
obligaciones. Ejemplo: María Rafaela Rivero.

Persona jurídica: institución dotada de personalidad propia e independiente y 
plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, creada por las leyes, conforme a lo 
establecido en las mismas. Ejemplo: Asociación Ecologista de Defensa de la Naturaleza.

Personarse: comparecer en un proceso las personas interesadas.

Prescripción: institución jurídica en la que se manifiesta un determinado efecto jurídico 
por el transcurso de un período de tiempo dado.  Existen dos tipo: adquisitiva y extintiva. 
La primera constituye una forma de adquirir la propiedad y otros derechos mediante 
el transcurso de cierto tiempo y la concurrencia de determinadas circunstancias, por su 
parte, la segunda, supone la pérdida de derechos o facultades debido al transcurso del 
tiempo por razones de buena fe y seguridad jurídica.

Proposición de la prueba: acto procesal por el que las partes que intervienen en una 
causa judicial solicitan la realización de las pruebas que entiendan pertinentes para la 
defensa de sus derechos e intereses.

Resolución ejecutiva: la resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva 
cuando no quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa.

Tipo: en derecho administrativo es la descripción de las características de la conducta 
constitutiva de infracción en la norma sancionadora, esto es, los elementos objetivos y 
externos de la acción o del resultado. Por su parte, en derecho penal, es la descripción 
legal de la conducta delictiva abstracta que configura una clase (tipo) de delito o 
conducta penalmente prohibida mediante elementos objetivos y subjetivos.
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